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Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:


Jorge Álvarez Díaz  
Demandado:


AFP Protección S.A.
Magistrado Ponente:                Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
            Juzgado Primero Laboral del Circuito

Tema:



DICTAMEN SE ENCUENTRA EN FIRME Y ES VALIDO - CONDICIONES PARA QUE SE INICIE EL PROCESO DE CALIFICACIÓN DE PÉRDIDA DE LA CAPACIDAD LABORAL POR PARTE DE LAS JUNTAS REGIONALES DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ. – En sentencia de 15 de marzo de 2017, la funcionaria de primer grado declaró que el dictamen proferido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez el 27 de febrero de 2014, en el que se le determinó una PCL del 50.49% estructurada el 15 de octubre de 2013 y de origen común, se encuentra en firme y es válida para reclamar la pensión de invalidez.

(…)

Determina el artículo 28 del Decreto 1352 de 26 de junio de 2013, por medio del cual se derogó el Decreto 2463 de 2001, quiénes están facultados para elevar la solicitud de calificación de la pérdida de la capacidad laboral del afiliado al sistema de seguridad social integral, indicando en su numeral 6º que se encuentran habilitados para ello el trabajador o su empleador.

En tal situación, indica el artículo 29 ibídem, que procede la solicitud por parte de éstos, si transcurridos treinta (30) días calendario después de terminado el proceso de rehabilitación integral el trabajador aún no ha sido calificado en primera oportunidad, casos en los que, la calificación no podría pasar de los quinientos cuarenta (540) días de ocurrido el accidente o diagnosticada la enfermedad, evento en el cual tendrá derecho a recurrir directamente a la Junta, sin perjuicio de que el proceso de rehabilitación pueda continuar después de la calificación, bajo pertinencia y criterio médico dado por las instituciones de seguridad social. Igualmente podrán solicitar la calificación en aquellos eventos en los que dentro de los cinco (5) días siguientes a la manifestación de la inconformidad, conforme al artículo 142 del Decreto 19 de 2012, las entidades de seguridad social no remitan el caso ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez.

Es de resaltar que en los términos del artículo 41 del Decreto 1352 de 2013, el dictamen debe ser notificado a todos los interesados.
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SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, cuatro de octubre de dos mil diecisiete, siendo las nueve y treinta minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la AFP PROTECCIÓN S.A. en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 15 de marzo de 2017, dentro del proceso que le promueve el señor JORGE ÁLVAREZ DÍAZ, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-001-2015-00074-01.
Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES

Pretende el señor Jorge Álvarez Díaz que la justicia laboral declare que el dictamen proferido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez se encuentra en firme y con base en ello aspira que se condene a la AFP Protección S.A. a reconocer y pagar la pensión de invalidez a partir del 15 de octubre de 2013, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

Refiere que: Nació el 1º de julio de 1953; desde mayo de 1998 presta sus servicios a favor de la Empresa de Telecomunicaciones de Pereira; se encuentra afiliado a la AFP Protección S.A. desde junio de 1994; la empresa para la que trabaja le solicitó copia de la historia clínica el 23 de octubre de 2013, con el fin de remitirla a la Junta Regional de Calificación de Invalidez, para que dicha entidad determinara el porcentaje de pérdida de la capacidad laboral; por medio de dictamen de 27 de febrero de 2014 esa entidad estableció que él tenía una PCL del 50.49% estructurada el 15 de octubre de 2013; el referenciado dictamen fue notificado a la AFP demandada el 7 de marzo de 2014, adquiriendo firmeza al no haber sido objeto de recurso por parte de esa entidad; con base en esa calificación, Protección S.A. mediante oficio de 17 de marzo de 2014 le informa cuales son los documentos necesarios para adelantar el trámite para la obtención de la pensión de invalidez; a pesar de lo anterior, la AFP le solicitó a la aseguradora Suramericana que calificara su pérdida de capacidad laboral, determinando esa sociedad que esta es del 41.64% estructurada el 15 de octubre de 2013, dictamen que le remite Protección S.A. el 14 de julio de 2014; el 15 de agosto de 2014 la Junta Regional de Calificación de Invalidez certifica que el dictamen de 27 de febrero de 2014 fue notificado a la totalidad de las partes. 
Al contestar la demanda –fls.55 a 59- la AFP Protección S.A. aceptó los hechos relacionados con la calificación emitida por la aseguradora Sura, la relación de documentos que debía allegar el demandante para estudiar la viabilidad de acceder a la pensión de invalidez. Frente a los demás hechos dijo que no eran ciertos o que no le constaban. Se opuso a las pretensiones y propuso las excepciones de mérito que denominó “Validez del dictamen proferido por la compañía Suramericana Seguros de Vida S.A.”, “Carencia de acción, de causa y de derecho”, “Buena fe”, “Prescripción”, “Innominada o Genérica”.
En sentencia de 15 de marzo de 2017, la funcionaria de primer grado declaró que el dictamen proferido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez el 27 de febrero de 2014, en el que se le determinó una PCL del 50.49% estructurada el 15 de octubre de 2013 y de origen común, se encuentra en firme y es válida para reclamar la pensión de invalidez.
Como el accionante cumple con la densidad de semanas exigidas en la Ley 860 de 2003, pues dentro de los tres años anteriores a la estructuración de invalidez tiene cotizadas 150 semanas al sistema general de pensiones, advirtiendo que para el 15 de octubre de 2013 él no había arribado a la edad mínima para acceder a la pensión de vejez, esto es, los 62 años de edad; tiene derecho a que se le reconozca la pensión de invalidez que solicita.

Por lo expuesto condenó a la AFP Protección S.A. a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 16 de marzo de 2014 en cuantía mensual equivalente a la suma de $958.070 y por 13 mesadas anuales; motivo por el que la condenó a cancelar a favor del actor la suma de $39.558.668, causadas entre el 16 de marzo de 2014 y el 15 de marzo de 2017; autorizando a esa entidad a descontar el 12% por los aportes en salud.

Finalmente la condenó también a reconocer y pagar los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 a partir del 18 de julio de 2014.

Inconforme con la decisión, la AFP Protección S.A. interpuso recurso de apelación argumentando que el señor Jorge Álvarez Díaz no se encontraba habilitado para solicitar la calificación de pérdida de la capacidad laboral ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez, pues esa acción les está permitida únicamente a las entidades de la seguridad social, tal y como se desprende del contenido del artículo 142 del Decreto 019 de 2012.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente PROBLEMA JURIDICO:

¿Estaba facultado el señor Jorge Álvarez Díaz para solicitar la calificación de pérdida de la capacidad laboral ante la Junta Regional de Calificación de Risaralda?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, el siguiente aspecto:
CONDICIONES PARA QUE SE INICIE EL PROCESO DE CALIFICACIÓN DE PÉRDIDA DE LA CAPACIDAD LABORAL POR PARTE DE LAS JUNTAS REGIONALES DE CALIFICACION DE INVALIDEZ.
Determina el artículo 28 del Decreto 1352 de 26 de junio de 2013, por medio del cual se derogó el Decreto 2463 de 2001, quiénes están facultados para elevar la solicitud de calificación de la pérdida de la capacidad laboral del afiliado al sistema de seguridad social integral, indicando en su numeral 6º que se encuentran habilitados para ello el trabajador o su empleador.
En tal situación, indica el artículo 29 ibídem, que procede la solicitud por parte de éstos, si transcurridos treinta (30) días calendario después de terminado el proceso de rehabilitación integral el trabajador aún no ha sido calificado en primera oportunidad, casos en los que, la calificación no podría pasar de los quinientos cuarenta (540) días de ocurrido el accidente o diagnosticada la enfermedad, evento en el cual tendrá derecho a recurrir directamente a la Junta, sin perjuicio de que el proceso de rehabilitación pueda continuar después de la calificación, bajo pertinencia y criterio médico dado por las instituciones de seguridad social. Igualmente podrán solicitar la calificación en aquellos eventos en los que dentro de los cinco (5) días siguientes a la manifestación de la inconformidad, conforme al artículo 142 del Decreto 19 de 2012, las entidades de seguridad social no remitan el caso ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez.
Es de resaltar que en los términos del artículo 41 del Decreto 1352 de 2013, el dictamen debe ser notificado a todos los interesados.
EL CASO CONCRETO

Considera la AFP Protección S.A. que el señor Jorge Álvarez Díaz no estaba facultado para solicitar directamente la valoración de su pérdida de capacidad laboral ante la Junta de Calificación Regional de Risaralda el 13 de enero de 2014, como se evidencia en el dictamen Nº 202-2014 visible a folios 9 a 11 del expediente, no obstante, tal y como se dejó dicho anteriormente, el numeral 6º del artículo 28 del Decreto 1352 de 26 de junio de 2013 habilita tanto al trabajador como al empleador a solicitar la calificación de la PCL ante la Junta Regional correspondiente, siempre y cuando se cumpla uno de las dos situaciones previstas en el artículo 29 ibídem.

En este caso, se tiene que la EPS S.O.S. remitió a la AFP Protección S.A. concepto de rehabilitación con pronóstico de recuperación funcional no favorable el 12 de noviembre de 2013, como se ve en oficio expedido por esa entidad el 17 de marzo de 2014 –fls14-; por lo que a partir del día siguiente corrían los treinta (30) días de que trata el artículo 29 del Decreto 1352 de 2013 para que él fuera calificado por primera vez, sin embargo, llegado el 11 de diciembre de 2013 el esto no había ocurrido, habilitándose de esta manera la posibilidad de que él o su empleador se dirigieran ante la Junta Regional de Calificación de Risaralda con ese fin.
En efecto, como se aprecia en dictamen Nº 020-2014 –fls.9 a 11- el 13 de enero de 2014 la Empresa de Telecomunicaciones de Pereira -empleador del señor Jorge Álvarez Díaz- elevó solicitud de calificación de pérdida de la capacidad laboral ante la Junta Regional de Risaralda, quien dentro de los 540 días siguientes al examen realizado el 15 de octubre de 2013, que definió la presencia de la enfermedad invalidante “Polineuropatía”, emitió el 27 de febrero de 2014 dictamen en el que determinó que la PCL del demandante era del 50.49% de origen común y estructurada en la fecha en que se realizó el mencionado examen; cumpliéndose de esta manera con los presupuestos legales referenciados con antelación; decisión que fue notificada a todos los interesados en los términos previstos en el artículo 41 del Decreto 1352 de 2013, como se aprecia en las constancias de notificación visibles a folios 23 a 25, observándose que la AFP Protección S.A. tuvo conocimiento del contenido del dictamen el 7 de marzo de 2014, mismo que adquirió firmeza al no haber sido recurrido por ninguna de las partes.
Es que, si lo que pretendía la AFP Protección S.A. era que se determinara que la pérdida de la capacidad laboral del señor Jorge Álvarez Díaz era inferior al 50.49% dictaminado por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda o que la fecha de estructuración no debía fijarse el 15 de octubre de 2013 o que su origen no era común, lo que debió hacer fue recurrir la decisión adoptada el 27 de febrero de 2014, en los términos previstos en el artículo 43 del Decreto 1352 de 2013 y no remitir copias de la historia clínica del accionante para que la aseguradora Suramericana S.A. lo calificara nuevamente, como se desprende del documento emanado de Protección S.A. el 14 de julio de 2014 –fls.15 y 16- en el que le notifican al actor la calificación hecha por esa entidad; el cual no tiene ninguna validez, pues la primera calificación ya había sido realizada por el órgano legalmente encargado para estos efectos por la ley -la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda-.
En esos términos queda resuelto el recurso de apelación interpuesto por la AFP Protección S.A., motivo por el que se confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 15 de marzo de 2017.

Costas en esta sede a cargo de la parte demandada en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia recurrida.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la parte demandada en un 100%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Los Integrantes de la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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